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La Plata, 8 de Julio de 2020.-
VISTO El art. 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley Nº 13.834 y sus modificatorias, el art. 22 del Reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo, y 
CONSIDERANDO
Que esta Defensoría del Pueblo bonaerense ha recibido numerosos reclamos de distintos usuarios y consumidores que se presentaron como sujetos afectados en sus derechos económicos, luego de haber suscripto contratos de adhesión y demás condiciones generales de contratación con diferentes empresas administradoras a efectos de integrar grupos destinados a la adquisición de vehículos automotores.
Que el objeto en común de todos ellos es la desprotección de sus intereses económicos al haber aumentado de manera desproporcionada el importe de las cuotas mensuales que abonaran en los referidos planes de ahorro.
Que los sistemas de ahorro previo se componen, por una parte, de una sociedad administradora y, por otra, de círculos de inversores que se integran con los diferentes suscriptores de los contratos quienes, una vez que cumplen con los requisitos pertinentes, se convierten en adherentes del grupo y comienzan a abonar cuotas mensuales y consecutivas, a efectos de finalmente ser adjudicatarios en el momento de adquirir el automóvil contratado. Todo ello bajo un contrato suscripto con las administradoras quienes actúan como mandatarias de los adherentes.
Que en definitiva, todo el sistema se trata de una forma de comercialización de automóviles por lo que, en todos los casos, las empresas se encuentran relacionadas con diferentes terminales automotrices donde se fabrican los rodados.
Que los reclamantes puntualizan que comenzaron a sufrir excesivos aumentos en los valores de las cuotas, los cuales fueron acrecentándose de manera desproporcionada, por encima de los índices de variación de precios, de la inflación o del valor de la moneda “dólar estadounidense”.
Que los reclamantes señalan que este aumento incesante en las cuotas ha generado situaciones perjudiciales en sus economías domésticas, agregando que quienes se encuentran vinculados a este tipo de planes de autoahorro, pagan por un valor del automóvil significativamente superior al de las personas que adquieren las mismas unidades por otros canales de compras en las concesionarias, ya que las bonificaciones en los puntos de venta no son aplicadas a este tipo de comercialización, pese a que dicha circunstancia se halla expresamente prevista dentro de los contratos. 
Que ante la grave situación económica que atraviesa el país, las empresas administradoras, incumpliendo la obligación de aplicar los términos de la resolución Nº 8/15 de la Inspección General de Justicia, no han brindado la posibilidad a los adherentes de elegir entre continuar dentro del plan contratado oportunamente o resolver su contrato, obligándolos a permanecer dentro del círculo como rehenes de la decisión unilateral de fijar el precio del valor móvil de la unidad, sin aplicar las bonificaciones o descuentos que se ofrecen al público en general en las concesionarias.
Que en virtud de la citada Resolución Nº 8/15 de la I.G.J, las administradoras de planes de autoahorro tienen el deber de informar las variaciones de precios para que la I.G.J proceda al control de los mismos, deber que no habrían cumplido, a pesar de que el objeto de la normativa es garantizar igualdad de trato entre quienes compran en forma individual y quienes lo hacen mediante los planes de ahorro, en concordancia con lo dispuesto por el art. 8 bis de la Ley Nº 24.240 –Defensa del consumidor-.
Que esto es así toda vez que, de acuerdo a la referida Resolución Nº 8/15, las administradoras son mandatarias de los suscriptores de los planes y perciben como parte de las cuotas una retribución por su tarea, por lo que tienen el deber de obrar con lealtad, buena fe y la diligencia necesaria para asegurar la obtención de acuerdos con los proveedores de los automóviles, de modo tal que garanticen el mantenimiento razonable de los valores durante los periodos contratados.
Que en tal sentido, las administradoras reciben la integración de las cuotas mensuales de los ahorristas suscriptores y administran los fondos para realizar la compra de los automóviles y las adjudicaciones entre los ahorristas bajo las modalidades convenidas.
Que al momento de la adjudicación de los automóviles, los ahorristas dejan de ser mandantes de las sociedades de ahorro previo para convertirse en beneficiarios de un mutuo crediticio, cuyo importe consiste entre la diferencia de lo ya abonado y el valor del bien adjudicado; sin embargo, ese crédito sigue reajustándose por el precio mensual del valor móvil al igual que los demás ahorristas y, a fin de garantizar su pago, se constituye una prenda en favor de la sociedad administradora.
Que ello evidencia un apartamiento de la finalidad del sistema de ahorro y una consecuente desprotección del usuario y consumidor frente a las empresas administradoras de los planes que, en vez de facilitar el acceso a los bienes, se transforma en un instrumento que garantiza la venta regular de la producción de las automotrices, a pesar de los desmesurados incrementos de precios, puesto que los ahorristas se encuentran obligados al pago de cuotas a merced del sistema de ahorro para fines determinados, lo que evidencia que no existieron discusiones ni tratativas de las administradoras con los fabricantes de automóviles a fin de proteger los intereses económicos de los ahorristas, limitándose exclusivamente a cobrar las cuotas según los precios vigentes mensualmente, asegurándoles la compra de su producción en desmedro de sus mandantes. 
Que por otro lado, la I.G.J tiene a su cargo funciones legalmente asignadas en cuanto a la fiscalización de las sociedades que realizan operaciones de capitalización y ahorro. En este sentido, dicho organismo estatal otorga autorización para que realicen sus operaciones, controlando su funcionamiento, aprobando los contratos modelo de planes de ahorro, reglamentando la publicidad inherente, exigiendo la presentación de informes o estados contables y aplicando en su caso las sanciones que correspondan, entre otras facultades.
Que sin embargo, se evidencia una falta de controles efectivos por parte de ese Organismo, al permitir que las administradoras efectivicen aumentos desmedidos y desproporcionados en perjuicio de los suscriptores, sin procurar soluciones equitativas, conforme lo prevé la Resolución Nº 8/15.
Que ello así, toda vez que se ha generado un desmedido aumento de las cuotas de los planes de autoahorro, las que superan cualquier índice que pueda ser tomado como referencia, tanto la inflación medida por el INDEC, como el índice de salarios o el aumento del valor de la moneda “dólar estadounidense”, tornando de este modo imposible el cumplimiento del pago por gran parte de usuarios y consumidores.
Que el objeto de estos reclamos también incluye otras cuestiones -además del aumento desmedido de las cuotas de los planes de autoahorro- como las relacionadas a las unidades tomadas como base de la determinación de la cuota pura; se trata de autos cuyos modelos no se encuentran en el mercado, sin haber procedido a comunicarles adecuadamente a los ahorristas los cambios en tal sentido y sin información fehaciente acerca de la equivalencia de modelos, situación que también se encuentra expresamente prevista en los contratos de adhesión celebrados.
Que se verifica entonces una falta de aplicación de bonificaciones o la modificación por discontinuación de fábrica de las unidades contratadas y una falta de notificación al consumidor sobre la incidencia de ello en los precios.
Que asimismo se ha detectado que tampoco se encuentra debidamente informada la obligación de contratar con determinadas compañías de seguro y que los valores de las primas, en caso de contar con la unidad adjudicada, son notoriamente superiores a los que se podrían conseguir en el mercado por el mismo riesgo asegurado y respecto de la misma unidad. Esos montos se encuentran integrando el total que los suscriptores abonan de manera mensual, siendo inseparables de la “cuota pura”, a los fines de considerar el cumplimiento del pago mensual.
Que de este modo, los suscriptores consumidores resultan rehenes de las compañías administradoras ya que, si decidieran continuar abonando cuotas cada vez más onerosas, se agravaría la afectación de sus ingresos mensuales; si decidieran dejar de pagar las cuotas, podrían ser pasibles de ejecución, con las costas y honorarios que ello implique; y si decidieran renunciar a los planes, la devolución de sus aportes sería al culminar el ciclo de 84 meses y se les entregaría el valor de la cuota pura, que es sensiblemente menor a las cuotas que abonaron mensualmente.
Que los usuarios y consumidores que suscribieron contratos de adhesión con sociedades anónimas de ahorro para fines determinados han sufrido un menoscabo patrimonial significativo, y esa afectación de sus ingresos tiene como consecuencia que se vea alterada su expectativa de cumplir oportunamente con aquellos.
Que esto podría evidenciar una falta al deber de obrar de buena fe por parte de las administradoras (en su calidad de mandatarias de los suscriptores de los contratos de adhesión), evitando interpretar los contratos de la manera más favorable al consumidor (principio elemental del derecho al consumo) y conforme a las obligaciones establecidas por la Constitución Nacional y Provincial, Resolución I.G.J. Nº 8/15, así como la Ley Nº 24.240.
Que consecuentemente, de continuar produciéndose incrementos como los que vienen sucediendo en este sentido, se generarían perjuicios graves de imposible reparación ulterior, provocando una afectación directa a los ingresos y al patrimonio de los usuarios y consumidores, frustrando las posibilidades de cumplir con sus contratos de ahorro, incluso logrando que sean pasibles de ejecuciones prendarias (de los vehículos adjudicados y del crédito convenido).
Que la Inspección General de Justicia (IGJ), conforme al art. 9 de la ley Nº 22.315, tiene las atribuciones establecidas en el Decreto N° 142.277/43, “respecto de las sociedades con el título de sociedades de capitalización, de ahorro, de ahorro y préstamo, de economía, de constitución de capitales u otra determinación similar o equivalente, que requieran bajo cualquier forma dinero o valores al público con la promesa de adjudicación o entrega de bienes, prestaciones de servicios o beneficios futuros”. Además cuenta con la facultad de otorgar y cancelar la autorización para sus operaciones, controlar permanentemente su funcionamiento, fiscalizar su actividad, aprobar planes y bases técnicas, exigir la presentación de informes, reglamentar el funcionamiento de la actividad, aplicar las sanciones que fije la legislación, entre otras.
Que en ese orden de ideas, siendo dicho organismo público el que cuenta con la potestad de fiscalizar la actividad de estas sociedades anónimas, corresponde señalar que atento que las administradoras de los planes de ahorro deben informarle mensualmente las variaciones de precios (cfr. Resol. nº 8/15), tiene la obligación de velar por el cumplimiento de los contratos, controlando efectivamente que los mismos se ejecuten sin generar perjuicios a la parte más débil en esta modalidad contractual de adhesión.
Que ello así, toda vez que el art. 38 de la Ley Nº 24.240 pone en cabeza de la autoridad de aplicación, el hecho de vigilar que los contratos de adhesión o similares no contengan cláusulas de las previstas en su anterior art. 37- abusivas o ineficaces-. 
Que al referirnos a los ingresos de una persona, no debe perderse de vista que ello implica un estándar mínimo que incluya lo necesario para acceder a la salud, a la educación, a la cultura, a un nivel de vida adecuado, alimento adecuado, vivienda adecuada y vestido adecuado, el descanso, entre muchos otros bienes que hacen al pleno disfrute de los derechos humanos dentro de un nivel de vida digno, en especial los derechos económicos, sociales y culturales (cfme. CSJN, “Asociación de Trabajadores del Estado s. Acción de inconstitucionalidad”, Fallos 336:672).
Que en una relación de consumo, la decisión unilateral con respecto al aumento de valores no puede afectar al patrimonio de la otra parte contratante, principalmente cuando se trata de aquella que se encuentra en una posición más débil y a quien el Estado Argentino garantiza constitucionalmente su protección.
Que según Resolución Nº 14/20 de la I.G.J “Las entidades administradoras de planes de ahorro bajo modalidad de “grupos cerrados”, deberán ofrecer a los suscriptores ahorristas y adjudicados titulares de contratos cuyo agrupamiento se haya producido con anterioridad al 30 de septiembre de 2019, la opción de diferir la alícuota y las cargas administrativas de acuerdo con el esquema que se expone en el artículo 3°. El diferimiento podrá hacerse sobre hasta un máximo de doce (12) cuotas consecutivas por vencer al momento de ejercerse la opción. El diferimiento deberá ser ofrecido a partir de la fecha de vigencia de esta resolución y mantenerse por un plazo que vencerá el 30 de agosto de 2020.” (art. 1)
Que asimismo se establece que “podrán optar por el diferimiento los suscriptores con contratos vigentes, en período de ahorro y adjudicados, y en este caso hayan o no recibido el vehículo, y también aquellos cuyos contratos a la fecha de vigencia de la presente y desde el 1° de abril de 2018, se hallen extinguidos por renuncia, rescisión o resolución, los cuales deberán al momento de ser adjudicados cancelar el importe de las cuotas en mora. Si efectuaren oferta de licitación y fueren adjudicados, el monto de la cantidad de cuotas puras licitadas se imputará a la deuda vencida. No podrán optar los suscriptores que hayan promovido causas judiciales y obtenido medidas cautelares con incidencia sobre el pago de sus cuotas y que se mantengan en tal situación a la fecha de vencimiento del plazo para ejercer la opción previsto en el artículo anterior. Si obtuvieren tales medidas después de haber optado por el diferimiento, éste quedará sin efecto.” (art. 2)
Que “de las doce (12) o menor cantidad de cuotas consecutivas por vencer sobre las que podrá ejercerse la opción, se diferirán los porcentajes siguientes: a) de las últimas cuatro (4) o menor cantidad se diferirá un diez por ciento (10%); b) de las cuatro (4) anteriores o menor cantidad, un veinte por ciento (20%); c) de las cuatro (4) primeras o menor cantidad, un treinta por ciento (30%)…” (art. 3)
Que asimismo en dicha normativa se establece que las sociedades administradoras deberán suspender el inicio de las ejecuciones prendarias hasta el 30 de septiembre de 2020, entre otras obligaciones, y difundir en forma clara y precisa los alcances de dicha Resolución.
Que el art. 38 de la Constitución provincial, en concordancia con el art. 42 de la Constitución Nacional, establece expresamente que los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, “a la promoción y defensa de sus intereses económicos y a una información adecuada y veraz.”
Que con el objeto de otorgar protección -entre otros- a esta clase de derechos, la reforma constitucional de 1994 amplió asimismo el espectro de los sujetos legitimados para accionar, que tradicionalmente se había limitado a aquellos que fueran titulares de un derecho subjetivo individual. Así, el art. 43, segundo párrafo, de la norma fundamental establece que podrán interponer la acción de amparo, “contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propenden a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización”.
Que este Organismo de derechos acompañó el reclamo judicial de un usuario afectado por el aumento de las cuotas de este tipo de contratos, logrando que en junio de 2020 la Justicia se expidiera, determinando que dichos pagos mensuales no podrían superar el 20% de su salario. Se trata de una medida cautelar dictada por el Juzgado Civil y Comercial N°11 de La Plata, que consideró “desproporcionado” el aumento de las cuotas, y fijó ese límite porcentual ante las diferentes violaciones de derechos y el peligro de la pérdida del vehículo que podría generar la falta de pago debido a los incrementos.
Que el art. 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece que “El defensor del pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”
Que de conformidad con el art. 27 de la Ley Nº 13.834 corresponde emitir el presente acto.
Por ello,
                                        EL DEFENSOR DEL PUEBLO
                                DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
                                                    RESUELVE
ARTICULO 1°: RECOMENDAR a las sociedades anónimas de ahorro para fines determinados, administradoras de planes de ahorro para la adquisición de automóviles, que se abstengan de realizar prácticas contrarias a las Resoluciones dictadas por la Inspección General de Justicia (I.G.J.), procediendo a cumplir efectivamente la normativa vigente en las relaciones de consumo, respetando los derechos e intereses de usuarios y consumidores, quienes se encuentran protegidos constitucionalmente.
ARTICULO 2°: Notificar, registrar, y oportunamente, archivar.
RESOLUCION Nº 7 / 20.-
